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Honorable Cámara de Diputados:


A S.E. EL 


PRESIDENTE


DE LA H. 


CAMARA DE


DIPUTADOS.





Tengo el honor de someter a la aprobación de vuestras señorías la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción, adoptada en Oslo, Noruega, el 18 de septiembre de 1997, y suscrita por Chile, el 3 de diciembre de 1997, en Ottawa, Canadá.





Dicho instrumento internacional, que consta de un Preámbulo y 22 Artículos, tiene por propósitos fundamentales prohibir el empleo, el desarrollo, la producción, la adquisición, el almacenamiento, la conservación o transferencia, directa o indirectamente, de minas antipersonales; ayudar, estimular o inducir de una manera u otra, a cualquiera a participar en una actividad que no pudiese realizar un Estado Parte, conforme a la Convención; y, finalmente, destruir o asegurar la destrucción de todas las minas antipersonales, de acuerdo con lo prevenido en la Convención.











I.	OBLIGACIONES GENERALES





Tales objetivos constan en los números 1 y 2 del Artículo 1, denominado precisamente obligaciones generales.





El Artículo 2, recoge las definiciones básicas para la aplicación de la Convención, estableciéndose en sus números 1 a 5 lo que ha de entenderse por "mina antipersonales", "mina", "dispositivo antimanipulación", "transferencia" y "zona minada".





A su turno, el Artículo 3 contempla las excepciones a las obligaciones generales del Artículo 1, que son dos: la retención o la transferencia de una cantidad mínima de minas antipersonales para el desarrollo de técnicas de detección, limpieza o destrucción de minas y el adiestramiento de dichas técnicas.  La transferencia de minas antipersonales sólo está permitida cuando se realiza para su destrucción.





El artículo 4, referido a la destrucción de las existencias de minas antipersonales, consigna la obligación del Estado Parte de proceder a la "destrucción, o a garantizar la destrucción, de todas las existencias de minas antipersonales que le pertenezcan o posea, o que estén bajo su jurisdicción o control", lo que debe concretarse a más tardar en un plazo de 4 años, plazo que se contará a partir de la entrada en vigor de la Convención para cada Parte Contratante.





Diferente al anterior, es el caso que contempla el artículo 5, que dice relación con la destrucción de minas antipersonales colocadas en las zonas minadas que estén bajo su jurisdicción o control; toda vez que si bien el compromiso de destrucción también debe materializarse lo antes posible, se les confiere a los Estados Parte un plazo de 10 años desde la entrada en vigor para cada uno de ellos.





Lo anterior, por cuanto la Convención se hace cargo de las dificultades técnicas y financieras involucradas en tareas masivas de desminado.





No obstante, si un Estado Parte "cree que será incapaz" de destruir o garantizar la destrucción de todas las minas antipersonales sembradas en las "zonas minadas" dicho plazo de 10 años puede serle prorrogado por la Reunión de los Estados Parte o la Conferencia de Revisión por hasta diez años más, previa presentación de un solicitud fundada.





Más aún, el Artículo 5, número 6, prevé la posibilidad de renovación de la prórroga aludida precedentemente (por un plazo que también puede llegar a diez años) tras someter la presentación de una nueva solicitud fundada a la consideración de la Conferencia de los Estados Parte o de la Conferencia de Revisión.





En consecuencia, aplicando todas las disposiciones del referido Artículo 5, los Estados Parte pueden teóricamente llegar a disponer de un plazo total de 30 años para destruir las minas antipersonales sembradas en las "zonas minadas".








II.	COOPERACIÓN INTERNACIONAL





El Artículo 6, haciéndose cargo de las grandes dificultades que para ciertos Estados Parte puede significar el cumplimiento de las obligaciones consagradas en el instrumento, detalla mecanismos -bilaterales y multilaterales- para articular la cooperación internacional en las tareas de desminado.  Estas provisiones son de importancia considerable para Estados pobres en los que se haya plantado cantidades considerables de minas antipersonales.





La Convención otorga a todos los Estados Parte el "derecho a solicitar y recibir ayuda de otros Estados Parte" para dar cumplimiento a las obligaciones que adquiere (número 1). Cada Estado Parte puede solicitar tanto a las Naciones Unidas, a organizaciones regionales y otros Estados Parte, su ayuda para elaborar un Programa Nacional de Desminado (número 7); al hacerlo, sin embargo, asume el compromiso de garantizar la "completa y rápida puesta en práctica de los programas de ayuda acordados" (número 8).





Paralelamente, todos los Estados Parte asumen el compromiso de "facilitar el intercambio más completo posible de equipo, material e información científica y técnica en relación con la aplicación" del Tratado y adquieren además "el derecho de participar en este intercambio" (número 2) -lo que puede interpretarse como una medida de fomento de la confianza- como también el compromiso de "proporcionar información a la base de datos sobre limpieza de minas establecida en el sistema de Naciones Unidas, especialmente la información relativa a diversos medios y tecnologías de limpieza de minas..." (número 6).





Además, los Estados Parte "que estén en condiciones de hacerlo" proporcionarán ayuda: 





a) para el cuidado y rehabilitación de víctimas de minas antipersonales;





b) para las labores de desminado en sí mismas, y





c) para la destrucción de existencias de minas antipersonales (bajo condiciones seguras que ciertos Estados Parte -generalmente pobres- donde se han sembrado grandes cantidades de minas, no podrían garantizar técnicamente) (número 3, 4 y 5).








III.	MEDIDAS DE TRANSPARENCIA





En el universo del desarme, los sistemas de verificación constituyen un requisito de eficacia y legitimidad de los Tratados pertinentes.  En la Convención, este régimen descansa en las "Medidas de Transparencia", definidas en el Artículo 7º, y en el mecanismo de "Facilitación y Aclaración de Cumplimiento", consignado en el Artículo 8º.





Las "Medidas de Transparencia" consisten básicamente en información amplia que cada Estado Parte se compromete a hacer llegar al Secretario General no después de 180 días contados desde la fecha de entrada en vigor de la Convención para cada Estado Parte.  Dicha información se actualizará anualmente y será transmitida periódicamente por el Secretario General a todas las otras Partes Contratantes.





La información se refiere a: 





a) las medidas de aplicación de la Convención a nivel nacional, 





b) el total (con descripción detallada) de minas antipersonales que posea, 





c) la ubicación (con descripción detallada) de las "zonas minadas" bajo su jurisdicción o control, 





d) el detalle de las minas antipersonales que desee conservar para fines de desarrollo de técnicas de desminado y entrenamiento para el desminado (Artículo 3º);





e) el detalle de las minas antipersonales que el Estado Parte eventualmente transfiera para el sólo fin de ser destruidas en otro (o por otro) Estado Parte; 





f) los programas de reconversión o cierre definitivo de plantas de producción de minas antipersonales; 





g) el detalle de la situación de los programas de destrucción de minas antipersonales incluyendo las medidas tanto de seguridad como ambientales que se observarán; 





h) los tipos y cantidades (con detalle) de las minas antipersonales destruidas; 





i) las características técnicas de cada tipo de minas antipersonales que haya sido introducida o que sea poseída por el Estado Parte para facilitar las labores de desminado, y 





j) las medidas adoptadas para prevenir a la población civil sobre la existencia de "zonas minadas" en su territorio.





A su vez, el mecanismo de "Facilitación y Aclaración de Cumplimiento", detallado en el Artículo 8º, consiste en un procedimiento que se activa cuando uno o más Estados Parte quieren: 





a) "aclarar", y/o 





b) "buscar resolver cuestiones relacionadas con el cumplimiento (de la Convención) por otro Estado".








IV.	ACLARACIONES





Para ello, él o los Estados Parte interesados en la aclaración y/o en la resolución de la cuestión relacionada con el cumplimiento por otro Estado Parte, deben presentar a éste -por intermedio del Secretario General- una "Solicitud de Aclaración" acompañada de "toda información apropiada".  En la práctica, esta "Solicitud de Aclaración" puede equipararse a la "denuncia" que contemplan otros Tratados de Desarme.





Por lo mismo, resulta importante destacar que la Convención dispone a la letra que "Cada Estado Parte se abstendrá de presentar solicitudes de aclaración no fundamentadas, procurando no abusar de ese mecanismo" (número 2), precisión que es de gran valor para Chile, que en el pasado ha sido objeto de denuncias motivadas por razones de políticas internas de otros países.





Indudablemente un Estado Parte que abuse del mecanismo de la "Solicitud de Aclaración" no obtendrá el apoyo de los restantes Estados Parte para proseguir hacia las instancias más avanzadas del procedimiento contemplado en el Artículo 8º (ver 8.5.5. infra).





El Estado Parte que reciba la "Solicitud de Aclaración" debe absolverla en un plazo de 28 días (número 2).  Pero si no la responde o entrega una respuesta que él o los solicitantes estiman insatisfactoria éstos -por intermedio del Secretario General- pueden elevar la cuestión a la próxima Reunión de los Estados Parte, los que recibirán de aquel todos los antecedentes, como también el Estado al que se formula la "Solicitud de Aclaración", el que tendrá "el derecho de réplica" (número 3).





No obstante, en el lapso precedente a la Reunión de los Estados Parte, cualquiera de "los Estados Parte involucrados puede solicitar al Secretario General que ejercite sus buenos oficios para facilitar la aclaración solicitada" (número 4).





El o los solicitantes pueden también proponer -siempre por intermedio del Secretario General- la convocatoria de una Reunión Extraordinaria de los Estados Parte "para considerar el asunto".  El procedimiento para convocarla está detallado en el número 5, bastando poner de relieve que se requiere al menos el asentimiento de un tercio de dichos Estados Parte par que el Secretario General la convoque.





Los Estados Parte, convocados ya sea en el marco de la Reunión (ordinaria) o una Reunión Extraordinaria y teniendo a la vista "toda la información presentada por (...) los afectados", debe decidir en primer lugar "si ha de proseguir en la consideración del asunto". Esta disposición otorga a la Reunión la posibilidad de resolver sobre el mérito de la "Solicitud de Aclaración", pronunciamiento que debe procurar obtener por consenso, pero que, en caso de no conseguirse éste, adoptará "por mayoría de los Estados Parte presentes y votantes" (número 6).





Si la Reunión acuerda continuar ocupándose del asunto, lo tratará contando con la cooperación plena de todos los Estados Parte (número 7) y, en el caso de requerir mayor aclaración, podrá autorizar "una misión de determinación de hechos" (fact-finnding mission), cuyo mandato específico será decidido por mayoría.  Empero, el Estado Parte destinatario de la "Solicitud de Aclaración" tiene "en cualquier momento" la opción de "invitar a su territorio una misión de determinación de hechos", la que no requiere de la autorización de la Reunión (número 8).





Estas misiones estarán integradas por hasta nueve expertos, que serán escogidos de una lista permanente (previa y actualizada) que el Secretario General conformará a partir de propuestas de nombre que le harán los Estados Parte.  Una vez incluidos en la lista, los expertos que en ella figuren se considerarán como designados "para todas las misiones (futuras) de determinación de hechos".





No obstante, la lista preparada por el Secretario General será puesta en conocimiento de todos los Estados Parte, los que tendrán la posibilidad de rechazar por escrito uno o más nombres en ella.  Estos expertos rechazados por un Estado Parte no dejarán de integrar la lista, pero no podrán participar en misiones "en el territorio o en cualquier otro lugar bajo la jurisdicción o control del Estado Parte que lo rechazó, si el rechazo fue declarado antes del nombramiento del experto para dicha misión" (número 9).





El Secretario General nombrará a los miembros de cada "misión de determinación de hechos", incluso su jefe, pero -reafirmado el carácter diplomático del procedimiento- sólo lo hará después de consultas con el Estado Parte cuestionado y en todo caso excluyendo de la misión a los nacionales de todos los Estados Parte que soliciten la misión "o que se vean directamente afectados" por la misma.  Los miembros de cada misión gozan de los privilegios e inmunidades acordados a oficiales de las Naciones Unidas (número 10), según lo estipulado en el Artículo VI de la Convención sobre Privilegios e Inmunidades de la Organización, adoptada el 13 de febrero de 1946.





Los números 11 al 14 aseguran que las "misiones de determinación de hechos" contarán -dentro del territorio del Estado Parte que visiten (y en el que pueden permanecer por no más de 14 días, "a menos que se acuerde otra cosa")- con los siguientes derechos:





a) ingreso y facilidades de alojamiento y transporte;





b) garantías de seguridad "al máximo nivel posible":





c) introducción de "equipo necesario", y 





d) acceso a personas, áreas e instalaciones donde "se puedan recoger pruebas relativas al asunto del cumplimiento cuestionado".





Este último derecho, empero, puede estar sujeto a "cualquier medida que el Estado Parte (visitado) considere necesario adoptar para: 





i) proteger equipo, información y áreas "sensibles",





ii) observar las disposiciones de su constitución respecto del derecho de propiedad, "registros, incautaciones u otros derechos constitucionales", y 





iii) la protección y seguridad física de los miembros de la misión.".





La limitación referida en ii), privilegia el derecho constitucional que puede asistir a personas naturales o jurídicas nacionales del Estado Parte visitado para oponerse a la inspección de equipos, registros o instalaciones privadas.





Sin embargo, si el Estado Parte visitado impone limitaciones de acceso, "deberá hacer todos los esfuerzos razonables para demostrar, a través de medios alternativos, que cumple la Convención" (número 14, párrafo final).





El número 16 del Artículo 8º contiene la regla de protección de la información confidencial "no relacionada con el asunto" que es común en los Tratados de Desarme y los Acuerdos de Salvaguardias del OIEA, y que constituyen una garantía para la seguridad del Estado Parte visitado.





Una vez realizada la visita de la "misión de determinación de hechos", la Reunión (ordinaria) o Extraordinaria de los Estados Parte evaluará los resultados y podrá:





a) solicitar al Estado Parte requerido que "tome medidas para remediar el asunto del cumplimiento cuestionado dentro de un período de tiempo especificado", medidas de cuya ejecución el Estado Parte cuestionado deberá informar (número 18), o 





b) "sugerir a los Estados Parte afectados, modos y maneras de aclarar aún más o resolver el asunto bajo consideración, incluido el inicio de procedimientos apropiados de conformidad con el Derecho Internacional".





Cuando se determine que el asunto en cuestión "se debe a circunstancias fuera del control del Estado Parte del que se solicita la aclaración, la Reunión podrá recomendar medidas apropiadas", entre ellas las de cooperación internacional de Artículo 6º.





La Reunión "deberá hacer todo lo posible por adoptar sus decisiones (resultantes de la visitas de las misiones de determinación de hechos) por consenso".  "En caso contrario, las decisiones se tomarán por mayoría de dos tercios de los Estados Parte presentes y votantes".














V.	MEDIDAS





Por otra parte, a la entrada en vigor de la Convención para sí, cada Estado Parte deberá adoptar un conjunto de medidas orientadas a:





a) impedir las violaciones a su texto, y 





b) suprimir las violaciones que eventualmente puedan cometerse dentro de su propio territorio, o territorio sometido a su jurisdicción y control.





Estas medidas, previstas en el Artículo 9º, son variadas: "legales, administrativas y de otra índole". Se incluyen, asimismo, "la imposición de sanciones penales" a quienes infrinjan la Convención. Esta es una precaución que también contempla la Convención para la Prohibición de las Armas Químicas y que tiende a prevenir las infracciones cometidas por particulares.





Tales controversias son, en todo caso, distintas de aquellas que se resuelven mediante el mecanismo de "Facilitación y Aclaración de Cumplimiento" contenido en el Artículo 8º y cuyas disposiciones el Artículo 10 no menoscaba.





Si las consultas y la cooperación bilateral que "los Estados Parte se comprometen" a emprender para resolverlas no fueren fructíferas, "cualquier (a) (de ellos) puede presentar el problema a la Reunión de los Estados Parte", que "podrá contribuir a la solución de controversias":





a) "por cualesquier medio que considere apropiado, incluyendo el ofrecimiento de sus buenos oficios...", y 





b) instando a las Partes en una controversia" a comenzar los procedimientos de solución que hayan elegido (...recomendado) un plazo para su finalización.








VI.	REUNIÓN REGULARES





El Artículo 11 prevé reuniones regulares -anuales- de los Estados Parte "para considerar cualquier asunto en relación con la aplicación o el cumplimiento de la Convención", en particular aquellos que detalla en los literales a) a f), y que incluyen la adopción de las Reglas de Procedimiento de la Conferencia, como también las Reuniones Extraordinarias que se han reseñado al comentar el Artículo 8º.





La periodicidad de las Reuniones y de las Conferencia de Examen o Revisión (y eventualmente de Enmienda) es una característica saliente de los Tratados de Desarme y No Proliferación que denota:





a) la gravitación de su temática sobre la seguridad internacional;





b) consecuentemente, su sensibilidad política, y 





c) el carácter evolutivo (desde las perspectivas política y técnicas) de las materias que gobiernan.





Todas las Reuniones -incluyendo las Extraordinarias- como también las Conferencias de Examen son convocadas por el Secretario General.  La primera Reunión (ordinaria) será convocada dentro del año siguiente a la fecha de entrada en vigor de la Convención.





Los Estados que todavía no son Parte, organismos internacionales pertinentes y las O.N.Gs. "pueden ser invitados" -tanto a las Reuniones como a las Conferencias de Examen y de enmienda- a participar como observadores, de acuerdo con las Reglas de Procedimiento.





La primera Conferencia de Examen será convocada cinco años después de la entrada en vigor de la Convención.  El Secretario General convocará las Conferencias de Examen siguientes cuando se lo soliciten uno o más Estados Parte, en intervalos no menores de cinco años (Artículo 12).





Las Conferencias de Enmienda son por su parte el resultado de una propuesta de enmienda de la Convención que pueda ser formulada por "todo Estado Parte, en cualquier momento después de (su) entrada en vigor" (Artículo 13). Estas propuestas son comunicadas al Depositario (el Secretario General) quien las circula a todos los Estados Parte a los que, además, pide opinión sobre la eventual convocatoria sobre una Conferencia de Enmienda.  La convocatoria se hace cuando una mayoría de Estados Parte -a más tardar treinta días después de la circulación- notifica su asentamiento al Secretario General.  La Conferencia de Enmienda se celebra "inmediatamente después de una Reunión de los Estados Parte o una Reunión de los Estados Parte o una Conferencia de Examen, a menos que una mayoría de los Estados Parte solicite que se haga antes".





Las enmiendas se adoptan por una mayoría de los dos tercios de los Estados Parte presente y votantes en la Conferencia de Enmienda.  Una vez aprobadas, las enmiendas son comunicadas a todos los Estados Parte por el Secretario General y entran en vigor cuando una mayoría de los Estados Partes entregan al Depositario (el Secretario General) su "instrumento de aceptación".  Posteriormente, entran en vigor para los restantes Estados Parte en la fecha en que vayan entregando sus respectivos instrumentos de aceptación.








VII.	VIGENCIA Y DENUNCIA





Las disposiciones finales, Artículo 14 al 22, regulan aspectos procesales y administrativos.





La Convención entrará en vigor 180 días después que se deposite el cuadragésimo instrumento "de ratificación, de aceptación o de aprobación".  Para los Estados que la ratifiquen, acepten o aprueben después, la Convención entrará en vigor 180 días después del depósito del instrumento que corresponda (Artículo 17).





Este instrumento como todos los tratados de desarme, no admite reservas (Artículo 19).





Cada Estado Parte tiene el derecho de denunciar la Convención, que es de duración ilimitada.  La denuncia debe contener "una explicación completa de las razones que motivan (la) retirada" y debe ser comunicada a todos los Estados Parte, al Depositario (el Secretario General y al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas (Artículo 20).





Las obligaciones internacionales del Estado Parte denunciante cesan 180 días después de la recepción del "instrumento de retirada". Sin embargo, si dentro de dichos 180 días "el Estado Parte que se retira está envuelto en un conflicto armado", tales obligaciones continuarán en vigor hasta "el final del conflicto armado".





Además, la denuncia "no afecta de ninguna manera el deber de los Estados (de) seguir cumpliendo con obligaciones contraídas de acuerdo con el Derecho Internacional" (entre las cuales, ciertamente, se hallan las normas de Derecho Internacional que constituyen "jus cogens").





En mérito de las consideraciones expuestas, someto a vuestra consideración el siguiente




















P R O Y E C T O  D E  A C U E R D O:











"ARTICULO UNICO.-	Apruébase la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción, adoptada en Oslo, Noruega, el 18 de septiembre de 1997.". 





Dios guarde a V.E.,


























		EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE


		Presidente de la República

















	JOSE MIGUEL INSULZA SALINAS


	Ministro de Relaciones Exteriores

















	RAUL TRONCOSO CASTILLO


	Ministro de Defensa Nacional
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